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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Fiscal Primero Delegado ante el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, contra el fallo absolutorio proferido el pasado veintiocho (28) de Noviembre de 2005 en el proceso que se adelanta por el punible de EXTORSIÓN y donde figuran acusados los hermanos JOSÉ OCTAVIO y JORGE DUVÁN MOLINA ARENAS.

No se vislumbran irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer el trámite de la actuación.

2.- HECHOS 

El día veintisiete (27) de Julio de 2004, fue asesinado en esta ciudad el señor ADNER MUÑOZ OCAMPO. A los cinco (5) días, personas extrañas comenzaron a llamar a la casa de la señora OTILIA OCAMPO para informarle que ADNER había dejado una deuda insoluta por valor de seis millones de pesos y que tenían que pagarla. Las llamadas se volvieron insistentes y por tal motivo intervino en el asunto el aquí denunciante HUGO MUÑOZ OCAMPO, a quien se le pidió endeudarse en su empresa o vender un carro que el finado le había dejado a su señora madre. 
En ese cruce de comunicaciones telefónicas se propuso por el desconocido acreedor que la suma exigida fuera entregada a un agente de la policía de nombre JOSÉ OCTAVIO MOLINA ARENAS (conocido del denunciante), pero a pesar de ello la familia insistía en que no tenía dinero para cubrir esa supuesta obligación. Pasaron los meses y de repente ese núcleo familiar tuvo que soportar la destrucción de su vivienda, pues a la casa de la señora OTILIA le fue arrojada una bomba en el balcón, que ocasionó daños de consideración.

No se supo quién había puesto la bomba, pero la familia MUÑOZ OCAMPO quedó convencida que se trataba de las personas que de tiempo atrás venían haciéndoles esa exigencia, razón por la cual adelantaron de nuevo los contactos para entrar a hacer algún arreglo y con el concurso de miembros del Gaula se logró la aprehensión del uniformado JOSÉ OCTAVIO MOLINA ARENAS cuando hacía el cobro respectivo.

Nunca se supo la identidad de quien se hacía pasar como acreedor, pero las averiguaciones dieron a conocer que un hermano de JOSÉ OCTAVIO, de nombre JORGE DUVÁN fue el ideólogo, conjuntamente, al parecer con un tercero desconocido, de esta maniobra que atentaba contra el patrimonio económico de los MUÑOZ OCAMPO.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de JOSÉ OCTAVIO MOLINA ARENAS, natural de Pereira donde nació el doce (12) de enero de 1959, hijo de María Ernestina y José Duván, con c.c. No. 10.093.046 expedida en esta capital, de ocupación Agente de la Policía Nacional, alfabeto, con grado de instrucción bachiller, vecino de esta ciudad en el barrio Cuba.

Y de JORGE DUVÁN MOLINA ARENAS, natural de Pereira donde nació el 27 de Octubre de 1957, hijo de María Ernestina y José Duván, titular de la cédula de ciudadanía No. 10’082.911 expedida en Pereira, ocupación conductor, alfabeto, con grado de instrucción quinto de primaria y vecino de esta localidad.

4.- CARGOS
La Fiscalía Primera Delegada ante el señor Juez Penal del Circuito Especializado, profirió Resolución de Acusación en contra de lo dos sindicados, al hallarlos coautores en el punible de EXTORSIÓN en grado de TENTATIVA -art. 27 C.P.- que define y sanciona el estatuto punitivo en su Libro Segundo, Título VII, capítulo II, artículo 244, modificado por el artículo 5º de la Ley 733 de 2002, en el cual concurren como circunstancias de AGRAVACIÓN específicas las enunciadas en el numeral 2º del artículo 245 en consideración a la calidad del procesado (miembro activo de la Policía Nacional para el momento del hecho), y en el numeral 3º idem, en cuanto para constreñir a la víctima se utilizó un acto del cual pudo derivarse calamidad o peligro común, como fue la explosión de un artefacto en su residencia. Como circunstancias de mayor y menor punibilidad, tuvo en consideración la ausencia de antecedentes penales y haber actuado en coparticipación criminal.
5.- FALLO 

El señor Juez de la causa, una vez enterado de los pormenores del asunto y con lo trasegado en el debate público, optó por la absolución por no hallar a su juicio una prueba cierta y contundente con respecto a los elementos esenciales del tipo penal contenido en la acusación.

Los términos del fallo los podemos resumir de la siguiente manera:

- Nadie discute la ocurrencia de los cobros, ni la carencia de prueba documental que avale la obligación.

- Estima que lo vertebral del asunto es determinar si los cobros efectuados constituyen extorsión y, para ello, forzoso es establecer si el señor HUGO MUÑOZ fue obligado por la fuerza física o moral a pagar la supuesta deuda de su hermano fallecido. 

- Para verificar si hubo o no ese constreñimiento, era preciso desentrañarlo de los diálogos sostenidos entre la víctima y sus victimarios (grabaciones). De lo allí contenido resalta lo siguiente: a)- El interlocutor desconocido garantizó que si pagaba no molestaría más; b)- Cuando le tocó intervenir al agente aquí involucrado, llegó a sugerirle al ahora denunciante que pusiera el caso en conocimiento de la policía; no obstante, también hizo una afirmación que aunque lo compromete, todo hace pensar que se trató de una simple chanza, pues le dijo: “para que no corra más sangre” y a continuación agregó: “es un adagio que se dice”; c)- Luego de una averiguación, el agente MOLINA le aclara a MUÑOZ que la bomba no la pusieron los cobradores y que puede estar seguro de ello; d)- Luego, en un nuevo contacto entre MUÑOZ y el supuesto cobrador, cuando le hace el reclamo por lo de la bomba, este le dice que “hacía cuanto llevaba con eso”, pero que “ya no va a pasar nada más” e insistió en que le mandara el dinero con el agente MOLINA.
De lo dicho, entra descartando toda responsabilidad en la persona de DUVÁN, pues simplemente entró en escena para poner en contacto a su hermano con el “ignoto cobrador” y no volvió a aparecer; además, que no existe prueba que permita inferir que DUVÁN  tenía conocimiento del método que habría de utilizar el cobrador.

Pasa entonces a analizar la responsabilidad de JOSÉ OCTAVIO y concluye que “su intervención en una extorsión no aparece muy clara”, toda vez que el mayor reproche es el haber mencionado en determinado momento que “se evitaría más derramamiento de sangre y por la explosión que afectó la casa de MUÑOZ”; no obstante, a esa frase le hizo un agregado consistente en que se trataba de “un adagio”, es decir, le quitó toda connotación violenta. Igual ocurre con lo de la explosión, pues antes que enrostrarla al deudor para presionar el pago, lo que le dijo fue que esas personas no fueron quienes habían hecho ese daño. De una y otra forma de actuar, el funcionario a quo concluye que no estaba en la mente de MOLINA ARENAS constreñir al deudor mediante la anunciación de males futuros. Lo anterior, aunado a que en cierta ocasión éste mismo involucrado le sugirió a MUÑOZ acudir a la policía, y al hecho de no existir prueba directa con respecto a que la explosión en casa de los MUÑOZ fuese obra del cobrador o de MOLINA, hacía procedente la absolución a su favor.
Con respecto al tema de la explosión, estima que si bien a último momento en una de las llamadas del cobrador, “lanza una expresión de la cual pareciera aceptar ser el generador de la explosión, realmente se observa que muy posiblemente decidió aprovecharse del convencimiento de MUÑOZ para agilizar el cobro”; que sin embargo, “del contexto de las conversaciones realmente no se observa una clara coacción mediante violencia moral a MUÑOZ par que entregue el dinero solicitado”. Sea como fuere, esto “no salpica a MOLINA”, por cuanto este no intervino en esa conversación y esto fue una situación que surgió a última hora, al parecer no producto de una estrategia previamente concebida.
En suma por tanto, el señor Juez asegura que no aprecia muy claras las expresiones contentivas de violencia moral para constreñir y por esa vía declara la no tipificación del comportamiento atribuido.

6.- RECURSO

Al no estar de acuerdo con esa conclusión, el señor Fiscal recurre el fallo y al efecto utiliza la siguiente argumentación:
- El fallador llegó a esa conclusión por haber hecho un análisis de cada situación en forma aislada y no en conjunto como corresponde; igualmente, por considerar que se trató de “sutiles”, aparentes o inofensivas manifestaciones verbales, cuando de los hechos emerge un verdadero constreñimiento a la víctima.
- La sentencia, no le otorgó importancia al hecho aceptado por los acusados de saber que ni el señor HUGO, ni su señora madre, debían suma alguna de dinero, y sin embargo intervinieron para su cobro. 

- Tampoco se observó que JOSÉ OCTAVIO MOLINA era para ese instante un agente en servicio activo de la Policía Nacional, condición que infundía un carácter intimidatorio y obligaba a “matizar” sus manifestaciones hacia la víctima.
- Fue un error del fallador, centrar el análisis del constreñimiento en las meras grabaciones, toda vez que existieron otras llamadas que no se lograron grabar y que fueron recibidas no sólo por la madre del denunciante sino por YANETH MUÑOZ. Las frases que utilizaron y las cuales relaciona, no son carentes de significado coactivo; incluso, el mismo JOSÉ OCTAVIO MOLINA le llegó a decir a HUGO MUÑOZ, según palabras de éste, que: “él los conocía y que eran unos duros y muy peligrosos, por meterme miedo, que eran unos matones”.
- No se explica cómo el señor Juez desconoce la relación existente entre esa exigencia y el petardo que explotó en casa de los ofendidos, si éstos están asegurando que no existía motivo alguno diferente a la exigencia de que trata el proceso. Más aún, fue el mismo ofendido quien nos dice, con corroboración en las grabaciones, que el tal JAVIER N.  le dijo que había sido por la mora en darles el dinero, situación que también se deduce de lo afirmado por JOSÉ OCTAVIO cuando expresó: “para que no haya más derramamientos de sangre”. 
- Considera erróneo pensar que esa expresión utilizada por MOLINA es algo usual o cultural, pues pensar así está por fuera del contexto general de estos hechos, toda vez que hubo un homicidio previo y unas exigencias de dinero en cuyo transcurso explotó el artefacto en casa de los supuestos deudores. Por vía deductiva, ha de concluirse entonces una relación innegable entre tales situaciones.
- Así las cosas, la participación de MOLINA MUÑOZ no fue ingenua o inocente, ni así se puede tener por el hecho de haberle insinuado a la víctima que acudiera a la policía, pues “acaso no era él ‘la policía’?

- Ni fue tampoco marginal la actividad del hermano JORGE DUVÁN, pues éste tenía, por demás, un interés directo en la venta del susodicho vehículo para el pago del dinero, precisamente una de las formas en que el interlocutor desconocido, en las primeras de cambio, entró sugiriendo para poder cubrir lo exigido. Por demás, es evidente la relación entre JORGE DUVÁN y el desconocido acreedor, pues se dice que fue precisamente él quien lo contactó con su hermano el policía para hacer el cobro. Y como si fuera poco, fue JORGE DUVÁN quien le reclamó a JOSÉ OCTAVIO por el dinero supuestamente recibido de manos de las víctimas, cuando en realidad todavía no se había cancelado ningún dinero.
- Estas personas no han dado información del paradero de ese tercero con argumentos casi infantiles, se pregunta entonces: “¿si el dinero hubiera sido entregado, cuál hubiera sido su destino?” 

En esos términos, considera que el Tribunal debe revocar para en su lugar proferir un fallo de condena.

7.- MOTIVACIÓN

Necesario decir que no es simple la controversia suscitada, el asunto puesto de presente tiene múltiples aristas bien utilizadas por Juez y Fiscal para un sustento con altura de sus respectivas tesis, de allí que ante todo se respeten desde ya las divergencias.

Antes de entrar a dilucidar el asunto y tomar partido, como corresponde, la Sala estima apropiado fijar unos lineamientos de interpretación con respecto al delito por el cual se acusó, y que vienen a cuento pues ayudarán a comprender la posición que aquí se asumirá.

Lo primero es recordar que la descripción típica de la extorsión es ABIERTA, al igual que lo fue en el código del 1980 (no cerrada como lo era en el código del 1936), al no precisar las circunstancias modales que el sujeto debe emplear, y en esas condiciones, el constreñimiento puede lograrse por cualquier medio
, abarca cualquier conducta ejercida para menoscabar la libre determinación de la víctima, obligada a realizar lo que otro desea y no lo que ella quiere. 

De igual modo, la amenaza no sólo consiste en un mal futuro, puede tratarse de un mal actual que se aprovecha para obtener una prestación futura. El delito de extorsión se caracteriza -como regla general- por una discontinuidad entre el mal que se formula y la prestación que se pretende. Así lo expone el autor Antonio Vicente Arenas en sus comentarios al Código Penal, pág. 411 en los siguientes términos: “La discontinuidad que es característica de la extorsión puede presentarse de dos maneras: Amenazando como un mal futuro para obtener una prestación actual, o amenazando con un mal actual para obtener una prestación futura...”. Una u otra forma, generan igual reproche social y merecen idéntica sanción.

Pero adicional a ello, la ley no habla de grados de constreñimientos, no dice que hay constreñimientos graves, leves o medianos, simplemente consagra que el constreñimiento debe ser el medio idóneo para lograr que una persona haga, no lo que ella quiere, sino lo que otros le indican. De contera, el constreñimiento no sólo puede ser por amenaza física sino también moral; y no sólo expresa, sino también tácita o implícita. 
Dada su similitud con el delito de constreñimiento ilegal, pues tienen en común el verbo rector (constreñir), aquí se ha afirmado que si se trataba del cobro de una deuda lícita por parte del acreedor a su deudor por medio de presiones, entonces el punible es el de constreñimiento ilegal y no el de extorsión, lo cual tiene sustento en el hecho de no presentarse, en tal caso, afectación contra el patrimonio económico que es lo que caracteriza el último de los injustos. Y el argumento tiene su lógica, pues en realidad la principal diferencia entre la extorsión y el constreñimiento, es el ingrediente subjetivo que acompaña la extorsión consistente en el deseo de “obtener provecho de contenido económico” (cfr. al respecto Sentencia de Casación Penal de abril 8 de 1986). 

No obstante lo dicho, hay que recordar las palabras del comisionado Dr. Hernando Baquero Borda, cuando al referirse al tema del aprovechamiento en el delito de extorsión, expresó: “…Agrego que no me parece necesario hacer referencia a la injusticia del aprovechamiento, porque ella proviene de la relación entre el medio coactivo utilizado y el proyecto económico perseguido; si el medio es injusto (violencia física, etc.) el provecho lo será…”. Podría entenderse entonces, que así se trate del cobro de una obligación lícita, el mero hecho de utilizarse un medio injusto torna ilícito el aprovechamiento.

De manera comparativa, observamos lo que ya se ha definido jurisprudencialmente acerca del secuestro extorsivo en donde se asegura que sigue siendo extorsivo aunque la privación de la libertad se lleve a cabo para exigir una utilidad lícita, o acerca de la concusión que también sigue siendo tal aunque se realice para obtener el pago de lo debido, u otros tantos delitos pluriofensivos en los cuales se ha llegado a la misma conclusión; es decir, que el hecho de mediar el cobro de una deuda lícita en cada uno de ellos, no los transforma en otros delitos de menor gravedad.

Sea como fuere, es lo cierto que en el presente caso, a juicio del Tribunal, no se trata del cobro de una deuda lícita, por varios motivos: a)- No existe prueba alguna que respalde la existencia de esa obligación; b)- El acreedor no se ha presentado a explicar el origen de la misma; c)- La intención aquí era cobrar a como diera lugar un dinero determinado a cualquiera de los integrantes de esa familia, sin saberse siquiera o de manera indiferente si iban o no a ser reconocidos como herederos.
Llama fuertemente la atención de la Corporación para este caso particular, que a pesar de estarse hablando del cobro de una deuda, aún se desconozca al acreedor, pues en condiciones normales éste es quien da la cara, quien cobra. Es absurdo entonces, que se llame a la familia MUÑOZ OCAMPO a exigírsele el pago de una deuda y no se presente la persona interesada para reclamar el dinero. Muy a pesar de la insistencia del aquí denunciante en que fuera el mismo acreedor quien personalmente reclamara la plata y no una tercera persona, el directo interesado nunca se dejó conocer.
Las preguntas son obvias: ¿Por qué ocultarse si lo que estaba cobrando era lícito y estaba en todo su derecho de hacerlo?, ¿Para qué utilizar a ese tercero que tenía la condición de agente de la policía (nos referimos a JOSÉ OCTAVIO MOLINA) con el fin de recibir lo que supuestamente se debía, si podía hacer las cosas de manera personal?, ¿Para qué pagar una sustanciosa suma de dinero para una gestión tan simple como esa?
Pero la situación se complica aún más cuando el supuesto acreedor, es decir, la persona que inicialmente realiza las llamadas a la señora OTILIA OCAMPO y a su hijo HUGO MUÑOZ, se hace pasar como SEBASTIÁN; empero, los aquí comprometidos en sendas injuradas, refieren que el acreedor es un sujeto conocido con el nombre de JAVIER N. alias “El Zarco”.
Y para rematar, ese individuo al final de cuentas resultó ser un personaje fantasmagórico, pues cuando se suponía que el citado acreedor iba a ser fácilmente descubierto porque JOSÉ OCTAVIO MOLINA aseguró que era muy amigo de su hermano JORGE DUVÁN, al ser escuchado este último nada aporta, pues se limita a decir que apenas lo distingue por el apodo, pero que ha oído decir que se llama JAVIER N., que no sabe los apellidos, ni la dirección de su residencia pues se consigue “por ahí”, ni tampoco en qué trabaja, en fin, nada de nada (cfr. fl. 81). 
Una simple comparación entre lo dicho por los hermanos MOLINA ARENAS, lo único que deja como resultado es que todo esto es un montaje, pues JOSÉ OCTAVIO se escuda en JORGE DUVÁN y éste en aquél; pero al final, ambos pretenden enrostrar toda culpa en ese tercero inexistente. De esa forma, todo quedó cuadrado para quedar en el vacío.

Fácil se advierte que el primero -JOSÉ OCTAVIO- intenta pasar desapercibo y se limita a decir que entre su hermano JORGE DUVÁN y JAVIER N., le pidieron el favor de cobrar un dinero a una persona que él conocía (Hugo Muñoz Ocampo), pero que no sabía el origen de esa obligación. Mientras tanto, el segundo niega tal aseveración pues asegura haberse limitado a presentar a JAVIER N. con el hermano, pues también sostiene que desconoce el origen, la cuantía y la razón de ser de la susodicha deuda.
Hasta aquí se tienen dos opciones: O el acreedor fue ocultado sin una razón que lo justifique, o sencillamente no existe el referido acreedor y todo fue un montaje para que en caso de acudirse a las autoridades de policía la situación quedara en tinieblas. Y es a ese personaje “a la sombra” a quien se le quiere delegar toda responsabilidad, pero se olvida que el expediente está plagado de información según la cual, entre el supuesto acreedor y los hermanos MOLINA ARENAS existía total confiabilidad (así se dice expresamente en las grabaciones obtenidas), todos estaban en el mismo plan y obraban de común acuerdo, no de otra manera se explica que estuvieran en permanente contacto con respecto a lo que iba ocurriendo, y que precisamente a JOSÉ OCTAVIO se le delegada la parte más comprometedora del ilícito: RECIBIR EL DINERO. 
Obligado concluir entonces que los actos de contenido antijurídico que le son adjudicables al supuesto “acreedor”, son a su vez atribuibles a los hermanos MOLINA ARENAS.
Sin perder de vista esa primera conclusión, ahora sí miremos qué acciones tendientes a doblegar la voluntad de la víctima se realizaron, que es el punto medular de discusión en este caso. A ese efecto nos corresponde decir que las condiciones anímicas de la familia, conocidas por sus victimarios, eran altamente favorables para la comisión del ilícito y a fe que las aprovecharon hábilmente. Así lo decimos por lo siguiente:
- Pasados apenas cinco (5) días de la muerte violenta de ADNER MUÑOZ OCAMPO (hermano del denunciante), empezaron a llamar a la casa de la madre de ellos para presionar el pago de una supuesta deuda por valor de seis millones de pesos. A ese efecto, comenzaron por pedir que adquiriera deudas en su trabajo o que vendiera el vehículo que ADNER le había dejado a la mamá. Repetían entonces que “ese dinero no lo iban a perder”, que “alguien tenía que pagarlo y rápido” y que “ya se darían cuenta quién era la persona que les estaba cobrando”.
- El interlocutor desconocido, involucró en la escena a un agente de la policía (José Octavio), a quien designó, nada más y nada menos, que como el encargado de recibir el dinero “a su nombre” pues era persona de su “entera confianza”. Fue así como entró el ofendido a tener diálogos con el uniformado, quien le dijo que llamara a la policía o que de lo contrario procediera a pagar “para que no corriera más sangre”, frase esta a la que agregó “es un adagio que se dice”.
- Pasados tres (3) meses, más exactamente para el catorce (14) de Noviembre en horas de la madrugada, fue arrojado un petardo en el balcón de la casa de la familia MUÑOZ OCAMPO que ocasionó grandes destrozos en la vivienda (ver fotografías adjuntas), razón por la cual ese núcleo familiar aterrorizado retornó las llamadas al agente de la policía, quien se mostró ajeno al episodio. No obstante, en una llamada posterior, habla de nuevo el desconocido acreedor y ante el reclamo por la bomba, le dice al intimidado HUGO MUÑOZ que eso le ocurría por haberse demorado en pagar, pues textualmente le expresó vía telefónica: “PERO CADA CUANTO LLEVABA YO CON ESO HERMANO Y USTED…HACÍA CUANTO YO LLEVABA CON ESO, FRESCO HERMANO QUE ES QUE YA NO VA A PASAR MÁS NADA ENTONCES QUE NECESITO QUE ME CANCELE ESO Y LISTO QUE ME LA MANDE CON EL Y YA” (ver trascripción de la octava llamada, fl. 63).
Surge evidente de lo dicho, que la persona que busca el pago, si no fue quien puso o envió a poner la citada bomba, sí se aprovechó de esa situación para obtener la finalidad pretendida. Una u otra cosa, para los efectos jurídico penales a los que se contrae la norma objeto de infracción, da el mismo resultado.
Es increíble también, que el comprometido JOSÉ OCTAVIO y su hermano JORGE DUVÁN, conocedores de la situación calamitosa por la que estaba atravesando esta familia, primero con la muerte violenta de uno de los hermanos y posteriormente con el daño a la vivienda, persistan en utilizar la condición de agente de la policía del primero para ayudar a ese cobro indebido por parte de persona hasta el momento desconocida. Y desconocida no porque las autoridades de policía y judiciales hayan omitido esfuerzos por su localización, sino porque precisamente ellos no han querido decir de quien se trata, pues se han mostrado esquivos tanto frente a la víctima como frente al proceso a dar cualquier aporte sustancial para tener certeza de que se trata de una persona de carne y hueso y no un fantasma inventado por ellos para desviar la culpa.
Cómo es posible también, que el uniformado MOLINA ARENAS, agente de la policía en servicio activo para aquél entonces, en vista de las presiones que se estaban ejerciendo, precisamente a una persona que le pedía colaboración, no haya puesto al tanto de las autoridades lo que venía sucediendo, o tomara al menos una actitud de solidaridad con esa persona que conocía desde hace tanto tiempo. Pero no, lo que hizo fue por el contrario aprovecharse de esa circunstancia y seguir sugiriendo que efectuara el pago hasta llegar a concretar una cita para el efecto.
Precisamente por eso, damos credibilidad al contenido del informe policivo cuando textualmente reza a fl. 3 fte.: “Al dialogar con el capturado este manifestó tener conocimiento que el dinero que iba a recoger era producto de una extorsión pero que a él solamente lo habían enviado a recogerlo y que todo había sido planeado por su hermano de nombre DUVÁN MOLINA ARENAS quien vive en el barrio los Laureles y un amigo de éste de nombre JAVIER quien también vive en el mismo barrio, también manifestó que esta persona de nombre JAVIER le comentó al capturado que ellos habían sido los que días antes le habían lanzado la granada a la residencia de la señora madre del denunciante” (negrillas de la Sala). Lo anterior, al decir de la mejor doctrina, constituye confesión extrajudicial que tiene poder indiciario.

En esas condiciones, así se aceptara en gracia de discusión, como lo menciona con buen tino el fallo objeto de recurso, que no hay prueba directa acerca de quién puso la bomba, olvidándonos por un momento que del expediente no se aprecia un motivo diferente que la demora en el pago de la exigencia dineraria, habría que concluirse de todas formas que estas personas (todos en conjunto) se aprovecharon de tal circunstancia para incrementar la zozobra en la víctima y acelerar el pago pretendido. No cabe otro entendimiento en este asunto.
Por eso, el Tribunal le concede en esta ocasión la razón al señor Fiscal recurrente, pues hace una semblanza de lo acaecido que apreciamos acorde con la realidad procesal obtenida en un análisis del conjunto probatorio. 
Punibilidad

La pena que a continuación se tasa, tendrá efectos respecto de los dos procesados, habida cuenta que si bien es cierto, JORGE DUVÁN MOLINA ARENAS, no ostentaba la calidad de miembro de alguna fuerza de seguridad del Estado, causal específica de agravación contemplada en el numeral 2º del artículo 245 del Código Penal, era conocedor de la profesión que ejercía su hermano y, por tanto, a él se le comunica ese especial agravante de conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 ibidem, tal como acertadamente se consignó en la resolución que calificó el mérito del sumario.
Hecha la anterior aclaración, se tiene que la conducta punible de extorsión consagra una pena que oscila entre doce (12) y dieciséis (16) años de prisión y multa de 600 a 1200 salarios mínimos legales mensuales vigentes. En vista de la concurrencia de causal específica de agravación, será necesario incrementar la sanción hasta en una tercera (1/3) parte y la multa estará en un rango entre 3.000 y 6000 s.m.l.m.v. Así las cosas, de conformidad con lo reglado en el numeral primero del artículo 60.2 del Código Penal, se aumentará en la fracción expresada el máximo de la pena, de tal suerte que los límites serán de 12 y 21.33 años, respectivamente. Con tales cifras en mente, será necesario tener en cuenta que por tratarse de una conducta tentada, la pena no podrá ser menor de la mitad (1/2) del mínimo ni mayor de las tres cuartas (3/4) partes del máximo de la pena para la conducta consumada. Por tanto, la misma estará entre 6 y 16 años de prisión, equivalentes a 72 meses y 192 meses, respectivamente.
Procedemos a obtener los cuartos, que serán: Mínimo, entre 72 y 102 meses, medios entre 102 meses y 1 día y 162 meses; y, máximo, desde 162 meses y 1 día hasta 192 meses. En la resolución de acusación, se hizo alusión a una circunstancia genérica de atenuación, por la ausencia de antecedentes y a una también genérica de agravación, en concreto la contemplada en el numeral 10 del artículo 58 del C.P. (obrar en coparticipación criminal), tal circunstancia, obliga a que la pena se ubique en uno de los cuartos medios, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 61 idem. La Sala estima prudente, escoger el primer cuarto medio y de él su límite inferior, es decir 102 meses y 1 día de prisión, sanción definitiva a aplicar. No se considera necesario separarse de tal extremo, por cuanto la gravedad de la conducta fue asunto que previamente se tuvo en cuenta para tasar la sanción, que por demás, es de por sí elevada. Respecto de la otra pena principal, la multa, se tiene que al realizar similar cálculo, arroja la cantidad de 2.251 s.m.l.m.v
Como pena accesoria, se impondrá la inhabilitación de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la aflictiva de la libertad.
Perjuicios

Los que fueron irrogados a la familia MUÑOZ OCAMPO se desprenden de la acción propia de constreñir, la cual genera la intimidación inherente a un delito contra la autonomía personal, pero a su vez, la afectación del patrimonio económico por ser comportamiento directamente dirigido a un desmedro a este nivel.

El caso que nos convoca, como ya fue explicado, abarcó obviamente las presiones indebidas que son objeto de censura, lo cual genera por supuesto un daño moral que debe ser resarcido por los declarados responsables. En ese orden, se fijará como monto a cancelar por dicho concepto el de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes, suma que se considera proporcional a la forma en que se actuó (artículo 97 Código Penal).
En lo que hace a la afectación patrimonial, quedó esclarecido que la conducta se quedó en la mera tentativa, pues el ofendido acudió a los organismos de seguridad del Estado -Grupo Gaula- y mediante un procedimiento oficial se evitó poner en riesgo el patrimonio. Igualmente, se ha concluido que los destrozos causados a la vivienda de la progenitora (que dicho sea de paso no están debidamente cuantificados) tienen un origen desconocido, aunque los aquí involucrados se valieron de tal acontecimiento para continuar la intimidación que ya habían iniciado y por este específico aspecto se ha tenido en cuenta para la atribución de responsabilidad en la conducta agravada de extorsión. Siendo así, no se aprecia posibilidad de proferir condena de perjuicios en concreto de índole patrimonial.
Subrogados y Sustitutos

No hay lugar a ellos por el monto de pena y por la índole del punible. Existe disposición expresa acerca de la prohibición para conceder esta clase de beneficios; en consecuencia, la sanción deberá purgarse de manera efectiva, a cuyo efecto se librarán las correspondientes órdenes de captura.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

Falla:

PRIMERO: SE REVOCA el fallo absolutorio proferido por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, que fue objeto de apelación.

SEGUNDO: Se condena a los señores JOSÉ OCTAVIO MOLINA ARENAS y JORGE DUVÁN MOLINA ARENAS, de condiciones personales conocidas en el proceso, a las penas principales de ciento dos (102) meses y un (1) día de prisión; y, multa por valor de 2.251 s.m.l.m.v. para cada uno de ellos, por haberlos encontrado penalmente responsables en calidad de COAUTORES de la conducta punible de EXTORSIÓN AGRAVADA, contemplada en el Código Penal, Libro II, Título VII, Capítulo II, artículos 244 y 245, MODALIDAD TENTADA, de conformidad con lo previsto en el artículo 27 ibidem.

TERCERO: Se impone a los sentenciados, como sanción accesoria, la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena de prisión.
CUARTO: No son acreedores los hermanos MOLINA ARENAS a la suspensión condicional de la ejecución de la pena impuesta. Deberá abonárseles a la pena impuesta, el tiempo en que permanecieron privados de la libertad por cuenta de esta investigación. Líbrense las respectivas órdenes de captura.
QUINTO: Los sentenciados deberán pagar el equivalente a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de la familia MUÑOZ OCAMPO, por concepto de perjuicios morales.
SEXTO: Dese cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 472 de la Ley 600 de 2000.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE              
          VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARIO TREJOS LONDOÑO                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
�  Corte Suprema de Justicia, Sentencia de casación del 8 de abril de 1986.
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